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Democracia, Derecho de 
Réplica y reforma constitucional 
de las telcomunicaciones en méxico
Javier Esteinou Madrid
profesor-investigador, universidad autónoma metropolitana,  
unidad xochimilco

Resumen

A lo largo de la extensa discusión histórica sobre la reglamenta-
ción del Derecho a la Información en México, diversos sectores 
democráticamente avanzados en nuestro país, formularon la 
necesidad de establecer el Derecho de Réplica en el ejercicio in-
formativo de los medios de difusión electrónicos. Sin embargo, 
no obstante la abundancia de dichas solicitudes ciudadanas y de 
iniciativas presentadas en el Congreso de la Unión, la inclusión 
del Derecho de Réplica en el nuevo Reglamento de Radio y Tele-
visión del año 2002, fue sumamente pobre, limitado, caprichoso 
y confuso, y por consiguiente, se convirtió en un seudo derecho 
difícilmente aplicable con rigor contundente por los ciudadanos; 
y en caso de no cumplirse, no contó con sanciones jurídicas de 
respaldo que le dieran su carácter de ley incuestionable para ser 
acatada. 

De aquí, la importancia central de efectuar un profundo cambio 
en materia de comunicación y cultura colectiva que permita, que 
a través de la “Reforma Constitucional de las Telecomunicaciones y 
la Radiodifusión” y sus leyes secundarias respectivas, se introduz-
ca en la normatividad de la radiodifusión nacional un verdadero 
Derecho de Réplica que sirva de instrumento de defensa de las 
garantías comunicativas de los auditorios. Mediante ello, el fun-

cionamiento público de las industrias culturales avanzará en su 
regulación ética y responsable, orientada y supervisada por el Es-
tado y la sociedad civil mexicana, y no sólo por las dinámicas del 
poder partidocrático o de acumulación que dirige la lógica salvaje 
del mercado autorregulado y la dinámica política de reproduc-
ción del poder despótico de los partidos políticos.

Palabras Claves

Derecho de Réplica, Legislación de la comunicación, Poderes fác-
ticos, Iniciativa ciudadana, Partidocracia, Cambio comunicativo, 
Reforma Electoral, Reforma Constitucional de Telecomunicacio-
nes, Leyes secundarias.

El abandono histórico del Derecho de Réplica en México

Reflexionar sobre el Derecho de Réplica o de Respuesta, no es to-
car un simple aspecto más del mapa comunicativo del país; sino 
que es analizar las condiciones jurídicas básicas para la aplica-
ción de una elemental garantía universal de los individuos libres 
del siglo XXI y una pieza fundamental para convertir parcialmen-
te a los canales de información en medios de comunicación en 
la República. En pocas palabras, es trabajar sobre la creación de 
condiciones mínimas para ejercer la libertad de expresión y la de-
fensa de la honra, el prestigio o el nombre de las personas, vía los 
medios de difusión en México, y con ello, avanzar en el proceso de 
construcción de la democracia en el país.

En éste sentido, el Derecho de Réplica, de Respuesta o de Rec-
tificación es una demanda internacional que surgió en el mundo 
desde la década de los años 50s. cuándo la Asamblea General de 
las Naciones Unidas aprobó el Convenio Sobre el Derecho Inter-
nacional de Rectificación el 16 de diciembre de 1952. A partir de 
este momento surgieron gradualmente en más de 22 países del 
mundo los procesos sociales, políticos y jurídicos correspondien-
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tes para instaurar en cada nación dicho derecho como una como 
garantía comunicativa mínima de los habitantes del siglo XX en el 
mundo (MacBride, 1980: 427).

Así, en el caso de México, a lo largo de la extensa discusión his-
tórica sobre la reglamentación del Derecho a la Información, se 
formuló en el país reiteradamente por diversos sectores demo-
cráticamente avanzados en nuestro país, la necesidad de estable-
cer el Derecho de Réplica en el ejercicio informativo de los medios 
de difusión electrónicos desde 1970. Dicha demanda forma parte 
de la larga lucha por alcanzar un espectro más amplio de dere-
chos comunicativos básicos que constituyen parte del Derecho a 
la Información, y que requiere la construcción del nuevo modelo 
de comunicación en nuestra nación.

La demanda de dicha garantía ciudadana se formuló por cua-
tro motivos fundamentales. En primer término, porque corres-
ponde a una garantía básica de la que deben gozar todos los ciu-
dadanos mexicanos, como parte de los derechos universales del 
hombre. 

En segundo término, porque después de 94 años de presencia 
de la radio y 64 años de existencia de la televisión en México, los 
receptores todavía no cuentan con un verdadero Derecho de Re-
plica en los medios de información colectivos, que es indispensa-
ble para que funcione en nuestra República una sociedad de la co-
municación y no sólo de la información. Lo que preexistía era un 
conjunto de trámites jurídicos tortuosos de características pena-
les que impiden la aplicación de un derecho ágil de dicha garantía.

En tercer término, porque México firmó el 18 de diciembre 
de 1980, la carta de aceptación de los principios jurídicos de la 
Convención Americana de Derechos Humanos, que demandan la 
aplicación del Derecho de Réplica en todas las naciones signan-
tes del acuerdo. El artículo 14 de dicho acuerdo supranacional, 
señala que “1.- Toda persona afectada por informaciones inexac-
tas o agraviantes emitidas en su perjuicio a través de medios de 
difusión legalmente reglamentados y que se dirijan al público en 
general, tiene derecho a efectuar por el mismo órgano de difusión 
su rectificación o respuesta en las condiciones que señale la Ley. 

2.- En ningún caso la rectificación o respuesta eximirá de las otras 
responsabilidades legales en que se hubiese incurrido. 3.- Para la 
efectiva protección de la honra y la reputación, toda publicación o 
empresa periodística, cinematográfica, de radio o televisión, ten-
drá una persona responsable que no esté protegida por la impu-
nidad o disponga de fuero especial, que funja como árbitro en és-
tos casos” (Carreño y Villanueva, 1988: 148-149). Dicho convenio 
fue publicado en el Diario Oficial de la Federación el 7 de mayo de 
1981, fecha a partir de la cual inició su vigencia en México.

Complementariamente a este postulado de la Convención Ame-
ricana de Derechos Humanos, el artículo 2 de tal acuerdo, señaló 
que “si en el ejercicio de los derechos y libertades mencionados 
en el artículo 1 no estuviere ya garantizado por disposiciones le-
gislativas o de otro carácter, los Estados partes se comprometen 
a adoptar, con arreglo a sus procedimientos constitucionales y a 
las disposiciones de esta Convención, las medidas legislativas o 
de otro carácter que fueren necesarias para hacer efectivos tales 
derechos y libertades” (M. Mar, 2002). 

Dicha aprobaciones normativas obligan legalmente a que el go-
bierno mexicano reconozca en su legislación el Derecho de Répli-
ca y lo aplique conforme a éstas bases, pues el artículo 133 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos establece 
en forma clara que “esta Constitución, las leyes del Congreso de la 
Unión que emanen de ella y todos los tratados que estén de acuer-
do con la misma, celebrados y que se celebren por el presidente 
de la República, con aprobación del Senado; serán la Ley supre-
ma de toda la Unión. Los jueces de cada Estado se arreglarán a 
dicha Constitución, leyes y tratados, a pesar de las disposiciones 
en contrario que pueda haber en las Constituciones o leyes de los 
Estados” (Constitución Política…., 2003).

Por otra parte, paralelamente a la asimilación de éstos conve-
nios, el Senado mexicano también firmó el Tratado de la Conven-
ción de Viena, que señala en su artículo no. 27 que “la falta de re-
glamentación los países contratantes no pueden dejar de cumplir 
con las disposiciones establecidas en dichos tratados” (Carreño y 
Villanueva, 1998: 148-149).
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Y finalmente, en cuarto término, el Presidente de la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos, señaló que “la obligación 
del Estado de proteger los derechos de los demás se cumple es-
tableciendo una protección estatutaria contra los ataques inten-
cionales al honor y a la reputación mediante acciones civiles y 
promulgando leyes que garanticen el Derecho de Rectificación o 
Respuesta. En este sentido, el Estado garantiza la protección de 
la vida privada de todos los individuos sin hacer un uso abusivo 
de sus poderes coactivos para reprimir la libertad individual de 
formarse opinión y expresarla” (Relator Especial…, 1999).

Por todas las realidades anteriores, se puede afirmar que el 
contenido jurídico de la Convención Americana de Derechos Hu-
manos ya debe formar parte de nuestro derecho vigente, pero no 
sólo como un reconocimiento formal sino también eficientemen-
te operativo para que se pueda ejercer ágilmente por los ciuda-
danos. En tal sentido, amparado en la aceptación de la legislación 
internacional en materia de comunicación social, cualquier sujeto 
de derecho agraviado por una información falsa e inexacta que 
le ataña directamente y haya sido difundida por la radio y la te-
levisión, se encuentra facultado para hacer valer su Derecho de 
Réplica ante el Poder Judicial Federal.

El Derecho de Réplica del 2002 como seudo derecho

No obstante la aceptación oficial de diversos pactos y acuerdos 
internacionales, en materia de garantías sociales por parte del go-
bierno mexicano, durante muchas décadas el Derecho de Réplica 
no fue aplicado en los medios electrónicos por los empresarios 
privados y el gobierno mexicano debido a la existencia de diver-
sas posiciones enfrentadas al respecto.

Así, por un lado, los concesionarios privados de la comunica-
ción electrónica argumentaron que éste derecho atenta contra la 
“Libertad de empresa” al impedir que funcionen autónomamente 
como “empresarios de la comunicación”. Interrumpe abruptamen-
te la “Libertad de programación” de las radiodifusoras al tener que 

introducir otros mensajes no planificados y producidos por ellos. 
Es autoritaria porque se impone sobre los derechos del mercado, o 
de la oferta y la demanda económica para asegurar el sano proceso 
de circulación de mercancías. Es injusto porque reduce las ganan-
cias de las emisoras. No es conveniente pues disminuye el negocio 
de la publicidad al invadir espacio de comercialización de las pan-
tallas o de los diales privados destinados para realizar la actividad 
de respuesta social. Ocupa más horarios de trabajo de sus emplea-
dos, sin obtener ninguna remuneración por ello. Los dueños de las 
empresas de comunicación tienen que gastar más recursos en elec-
tricidad e instalaciones particulares para transmitir los mensajes 
de las réplicas inconformes del auditorio. Crea condiciones reales 
o potenciales de censura, represión ideológica, control informati-
vo y de intervencionismo estatal sobre los medios. Contribuye a 
generar desempleo al no obtener más ganancias rentables que se 
reinviertan para el crecimiento económico de las empresas, etc.

Por otro lado, en sentido contrario el sector social de la comu-
nicación sostuvo permanentemente que el Derecho de Réplica es 
una garantía comunicativa universal de los ciudadanos. Es un ins-
trumento de realización de la Libertad de expresión. Es una obli-
gación básica que deben cumplir los empresarios que utilizan una 
concesión de servicio público que se les ha asignado provisional-
mente el Estado, representando a la sociedad. Permite la existencia 
de un proceso de comunicación más eficiente, desde el momento 
que introduce la fase de la respuesta social o de retroalimenta-
ción) y supera el simple esquema basado en la elaboración y difu-
sión de los mensajes. Permite civilizadamente la existencia de la 
pluralidad, las diferencias y el ejercicio de la democracia elemen-
tal. Fomenta el ejercicio de la comunicación y el diálogo colectivo 
para construir comunidades más virtuosas. Es una herramienta 
jurídica fundamental que tiene el auditorio para defenderse de los 
abusos, excesos, marginación, manipulación e impunidad que con 
frecuencia practican los emisores monopólicos y no monopólicos 
de la comunicación electrónica en el país. Crea ciudadanía mediá-
tica al permitir que las personas participen en el espacio público 
mediático defendiendo sus garantías comunicativas. Impone cir-
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cunstancias de mayor responsabilidad comunicativa para los emi-
sores al difundir sus mensajes colectivos a la sociedad. Crea una 
sociedad más civilizada, activa y responsable de su actuación en el 
espacio público mediático (Corral Jurado, 2005).

Después de muchos años de evasión de esta responsabilidad 
pública por parte de los concesionarios y del Estado, fue hasta 
el decreto del 10 de octubre del 2002, en la comida anual de la 
Cámara Nacional de la Radio y Televisión (CIRT), cuando el Pre-
sidente Vicente Fox anunció la expedición del nuevo Reglamento 
de la Ley Federal de Radio y Televisión, en el que se reconoció 
por primera vez en toda la historia de la legislación comunicativa 
nacional la existencia de dicho derecho. Así, en éste reglamento se 
definió a través de su artículo 38, que “toda persona, física o mo-
ral podrá ejercitar el Derecho de Réplica cuando un material que 
sea difundido en cualquier programa de una estación de radio o 
de televisión no cite la fuente de la cual extrajo la información y 
considere que los hechos que la aludan son falsos e injuriosos” 
(Reglamento de la Ley …, 2002: 9).

En esta forma, se precisó que “para hacer valer este derecho, el 
interesado presentará, por escrito y dentro de las cuarenta y ocho 
horas siguientes a la transmisión, la solicitud de aclaración per-
tinente ante la estación de radio o televisión correspondiente, la 
cual evaluará su procedencia, a efecto de hacer valer la aclaración. 
En caso de que la estación de radiodifusión estime que la aclara-
ción solicitada es improcedente, el interesado tendrá a salvo sus 
derechos para recurrir a las vías jurisdiccionales correspondien-
tes” (Reglamento de la Ley …, 2002: 9).

“Si obtiene el interesado resolución firme y favorable de la au-
toridad juridiscional, el concesionario o permisionario de radio y 
televisión transmitirá la aclaración correspondiente en los térmi-
nos de la resolución. El Derecho de Réplica podrá ser ejercido por 
el perjudicado aludido y a falta de éste, por sus parientes en línea 
ascendente o descendente en primer grado”.

“En caso de que la estación de radiodifusión cite la fuente de 
la cual extrajo la información, y ésta haga la aclaración corres-
pondiente, el aludido podrá ejercitar ante el concesionario o per-

misionario de radio y televisión el derecho consagrado en este 
artículo” (Reglamento de la Ley …, 2002: 9).

De esta manera, pese a que el contenido del Derecho de Réplica 
ya estaba reconocido con mucha anticipación de forma amplia por 
los acuerdos internacionales firmados por el gobierno mexicano; 
la inclusión en México del nuevo Derecho de Réplica en el Regla-
mento de Radio y Televisión del 10 de octubre del 2002, paradó-
jicamente fue sumamente pobre, caprichoso, confuso y regresivo 
en su operación. De esta manera, no se puede desconocer que el 
Derecho de Réplica incluido en dicho reglamento hizo inoperante 
el ejercicio de esta garantía ciudadana fundamental, pues estable-
ció que el propio medio demandado determinará la procedencia 
de la réplica, siendo al mismo tiempo juez y parte, en la querella. 
Además, su fuerza y esencia sólo se aplicaba en el caso de que no 
se mencionara la fuente, por lo que se consideró un limitadísimo 
reconocimiento de éste apoyo humano elemental aprobado por 
los organismos internacionales en esta materia 8respuesta a las 
observaciones …, 2005). 

Por consiguiente, fue difícil aplicarlo con rigor contundente, y 
en caso de no cumplirse, no contó con sanciones de respaldo que 
le dieran su carácter de ley incuestionable para ser acatada por 
todos los sectores. 

Ante este resultado normativo, es inconcebible que la sociedad 
mexicana hubiera tenido que esperar 91 años de funcionamiento 
vertical, autoritario, hermético y discrecional del modelo de co-
municación radiofónico y 61 años de operación del prototipo de 
la televisión durante el siglo XX en México, para apenas obtener 
a principios del siglo XXI la caricatura vergonzosa de este seudo 
Derecho de Réplica que rigurosamente no le ofreció ninguna pro-
tección eficiente al ciudadano para amparar su honra e integridad 
psico-moral. Así, al comenzar el nuevo milenio la sociedad mexi-
cana siguió en una situación de indefensión ante el funcionamien-
to unilateral, vertical y autoritario de los medios electrónicos de 
difusión colectivos.

Es más, podemos afirmar que con la aprobación de esta iniciativa 
jurídica el único privilegio que ganó la sociedad mexicana a princi-
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pios del siglo XXI fue el derecho de ser difamada, agredida, mani-
pulada, calumniada, dañada o desprestigiada desde los canales de 
información colectivos, pero ahora con referencias citadas: Fue la 
legitimación por el Estado mexicano de la práctica de la cultura de 
la desacreditación o de la violencia mediática documentada.

En síntesis, a éstas alturas de la historia de la comunicación na-
cional, el único derecho de respuesta o participación que poseen 
los ciudadanos desde el origen de los medios electrónicos en el 
país hace muchas décadas, es el derecho de cambiar de canal o 
frecuencia, o de apagar o encender la pantalla o cambiar los dia-
les; pues asombrosamente; pues de manera real, ningún otro de-
recho ha sido otorgado operativamente por la estructura jurídica 
del poder político-mediático nacional. 

Las únicas excepciones de respuesta de la ciudadanía que exis-
ten en los medios de información colectiva se dan cuando, por 
una parte, alguno de éstos sectores, por alguna circunstancia ex-
cepcional, se convierten en noticia y entonces sus opiniones son 
difundidas por los medios como las mercancías informativas del 
momento y desaparecen de las pantallas o diales cuando dejan 
de ser novedosas, sin contar con ningún derecho civil de acla-
ración para participar permanentemente en estos cuando ellos 
lo requieran. Por otra parte, cuando la crítica se convierte en un 
elemento de elevación del rating y en consecuencia, sirve para la 
venta de productos y servicios. 

En otras palabras, la sociedad civil o los grupos sociales sólo pue-
den responder dentro de la programación de los medios cuando 
se transforman en mercancías informativas que sirven como apo-
yo para incrementar el rating o el éxito de las empresas, pero no 
son considerados permanentemente como sujetos o entidades que 
cuenten con garantías legales para generar opinión constante en 
el espacio público mediático colectivo donde se construye la nueva 
conciencia moderna de la sociedad mexicana contemporánea. 

Por consiguiente, dentro del actual sistema electrónico de 
comunicación nacional, es la lógica de oportunidad económica 
caprichosa del raiting la que decide quién, cuándo y en qué gra-
do participa la sociedad civil dentro de la programación de los 

medios y en qué momentos se niega o cancela esta apertura; y 
no el grado del derecho maduro que cimienta al Estado moder-
no mexicano del nuevo milenio para reconocer las garantías co-
municativas mínimas que le corresponden a cualquier habitante 
contemporáneo: El derecho para poder responder en el espacio 
público mediático y no a subordinarse a los autoritarismos de la 
estructura del poder.

Mediante esta evidencia histórica, podemos afirmar que con 
la aprobación del nuevo Reglamento de Radio y Televisión del 
10 de octubre del 2002 por el gobierno federal, una vez más, se 
comprobó, en el terreno comunicativo, la existencia de un Estado 
mexicano muy débil, extraviado y traidor, que perdió su posición 
de entidad rectora nacional pues no defendió históricamente las 
necesidades e intereses comunicativos fundamentales de los ciu-
dadanos; sino que abogó y se subordinó a los requerimientos del 
proyecto de los grandes monopolios informativos en la fase de la 
modernización neoliberal del país. Así, para el modelo de comu-
nicación mercantil que domina en la República, el nuevo espacio 
público mediático de nuestra República desde hace más de nueve 
décadas, los derechos comunicativos de los ciudadanos no le im-
portan nada. La ciudadanía sólo interesa a las industrias cultu-
rales en la medida en ésta es o puede llegar a transformarse en  
consumidores reales o potenciales de su programación basura, o 
pueden convertirse en personajes coyunturales para elevar mo-
mentáneamente el raiting de sus barras informativas.

El desinterés de los partidos por regular el Derecho de 
Respuesta ciudadano

Dentro del contexto histórico de reconocimiento de las garantías 
ciudadanas comunicativas, especialmente del Derecho de Réplica 
por parte del Estado mexicano, es importante destacar que pese 
a que la existencia de dicho derecho se registró jurídicamente 
desde el Decreto Presidencial sobre el Reglamento de Radio y Te-
levisión del 2002, este no pudo aplicarse, pues quedó incorpora-
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do como letra muerta en el marco normativo de la radiodifusión 
nacional. Así, del 2002 en adelante transcurrieron varios años en 
que esta garantía ciudadana no fue retomada por el Poder Legis-
lativo para ser perfeccionada, sino se dejo abandonada con el fin 
de que no estorbara al modelo comercial de las industrias cul-
turales dominantes y a la gobernanza despótica de los partidos 
político en el país.

Fue hasta el año 2007 cuando la Reforma Electoral rescató de 
las leyes secundarias el Derecho de Réplica y lo elevó a rango 
constitucional. Con ello, se reforzó esta garantía universal de los 
mexicanos que se encontraba muy abandonada por el entramado 
jurídico del Estado. Sin embargo, no obstante el establecimiento 
de dicha acción, tal derecho no se acompañó de una ley reglamen-
taria que operacionalizara su aplicación a favor de los ciudada-
nos, y en consecuencia, una vez más, sólo quedó aprobado como 
un derecho reconocido formalmente, pero sin capacidad de apli-
cación práctica.

En este sentido, derivado de la tendencia histórica de evasión 
jurídica para reglamentar el Derecho de Réplica se respaldó con-
tundentemente el desinterés de los partidos políticos para no 
atender los requerimientos democráticos más elementales de la 
ciudadanía en los últimos años. Así, por ejemplo, durante el pro-
ceso de elaboración de la Reforma Política del 2007 y en etapas 
subsecuentes, los partidos no fueron capaces de reglamentar el 
Derecho de Réplica a favor de los ciudadanos, siendo que es una 
garantía comunicativa elemental consagrada por el artículo 6° de 
la Constitución Política Mexicana. Mediante dicho apoyo se le de-
vuelve a la sociedad su facultad de respuesta secuestrada durante 
décadas por el gobierno y los monopolios de la información con 
el fin de intervenir mínimamente en el espacio público mediático 
para protegerse frente al abuso de los emisores cuando éstos la 
deshonran, la difaman, la dañan o la afectan en su imagen, honra 
o prestigio con informaciones inexactas o injuriosas. 

A la maquinaria política electoral la población solamente le 
atrajo como meros sujetos potenciales con capacidad de voto para 
legitimarlos coyunturalmente en el poder y no como personas o 

grupos de ciudadanos que podían participar con su opinión, críti-
cas y aportaciones intelectuales en la reconstrucción del modelo 
global de desarrollo social. Así, durante la gestación de la Reforma 
Electoral la clase política no legisló el Derecho de Réplica a favor 
de los ciudadanos, sino que la dejó abandonada sin concretizarla 
mediante una ley reglamentaria adecuada que posibilitara apli-
carla operativamente como una garantía civil. 

Dicha realidad evasiva practicada nuevamente por la clase go-
bernante hacia las garantías ciudadanas demostró que a los parti-
dos políticos sólo les interesa asegurar su beneficio institucional 
y no el respaldar los derechos básicos de los ciudadanos que lo 
han solicitado ante el Estado muchas décadas antes que las de-
mandas electorales de los candidatos en contiendas por la suce-
sión de poderes gubernamentales. 

Ante estas circunstancias, debemos preguntarnos ¿Cómo es 
posible que los partidos políticos y los organismos oficiales elec-
torales afirmen que ya estamos en la fase de las reformas políti-
co-electorales de la tercera generación, y todavía no se haya regla-
mentado de manera efectiva garantías tan fundamentales como el 
Derecho de Réplica para los ciudadanos, que no es sino la devolu-
ción más elemental del habla al pueblo para participar en los pro-
cesos políticos, y por lo tanto, es un ingrediente insustituible para 
la edificación de la democracia en México?. ¿Cuántas generaciones 
de reformas sofisticadas sobre procedimientos electorales tene-
mos que pasar en el país para que la clase política esté dispuesta 
a regular a favor de los habitantes, esta garantía universal consa-
grada en la Declaración Universal de los Derechos Humanos y en 
la Constitución Mexicana; que es uno de los elementos sustantivos 
sin la cual no se puede cimentar la democracia de calidad?

 

La Reforma Constitucional de las Telecomunicaciones en el 
2013 y el rescate del Derecho de Réplica

Con las directrices formuladas en materia de comunicación social 
a través del “Primer Mensaje a la Nación” del Presidente Enrique 
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Peña Nieto el 1 de diciembre del 2012 y la firma del “Pacto por 
México” el 2 de diciembre del mismo año, inesperadamente el 
nuevo gobierno sentó las bases para crear un nuevo prototipo de 
comunicación nacional muy distinto al heredado del siglo XX. Así, 
el 19 de marzo del 2013 el Poder Ejecutivo envió al Congreso de la 
Unión la “Iniciativa de Reforma Constitucional en Materia de Tele-
comunicaciones y de Radiodifusión”(Peña Nieto, 2013), con apoyo 
de la casi totalidad de la clase política nacional, para modificar la 
arcaica y desigual realidad comunicativa que reinó en México en 
las últimas 6 décadas. 

Tal propuesta fue un hecho sorpresivo, insólito e histórico 
para el futuro de la sociedad mexicana, pues fue una transfor-
mación constitucional que creó jurídicamente un nuevo modelo 
de comunicación 180 grados distinto al anterior que rescató las 
principales demandas de apertura, democracia, participación, 
competencia y pluralidad que la sociedad civil le exigió al Estado 
mexicano en los últimos 40 años y que no fueron atendidas por el 
sistema establecido. Así, la Reforma Constitucional fundamental-
mente rescató la rectoría del Estado en esta materia para volver 
a colocar a los poderes constitucionales de la República por en-
cima de los intereses de los poderes fácticos, especialmente me-
diáticos, que durante muchos años subordinaron, burlaron, limi-
taron, compitieron y presionaron al Estado nación para imponer 
sus intereses y proyectos unilaterales de expansión empresarial 
monopólica.

De esta manera, después de un largo proceso de acuerdos po-
lítico legislativos en el Congreso de la Unión entre el Poder Eje-
cutivo y los principales partidos políticos del país la iniciativa fue 
aprobada y el 10 de junio del 2013 el Presidente Peña Nieto fir-
mó el decreto oficial para promulgar la “Reforma Constitucional 
en Radiodifusión y Competencia Económica”, publicándose en el 
Diario Oficial de la Federación el 11 de junio del mismo año. En 
esta forma, tal Reforma se convirtió en un mandato vertebral de 
la Constitución Política Mexicana para todos los sectores (Estei-
nou, 2013: 13-18), y con ello, se inició un proceso legislativo de 
180 días para elaborar las diversas leyes secundarias en la mate-

ria que permitieran la aplicación cabal de los preceptos constitu-
cionales (Peña, más competencia …., 2011: 5).

Mediante dicha “Reforma Constitucional de las Telecomunicacio-
nes” surgió un nuevo sistema de comunicación nacional que, en-
tre otros progresos importantes, limitó el poder unilateral de los 
monopolios de las telecomunicaciones; propició la competencia 
en la radiodifusión, la telefonía y los servicios de transmisión de 
datos; incrementó la pluralidad informativa; fortaleció la trans-
parencia; eficientó el aprovechamiento del espectro radioeléctri-
co; abrió nuevas cadenas de televisión; potenció la perspectiva 
del servicio público; amplió el acceso a la banda ancha, redujo 
los costos de uso de Internet; creó nuevos órganos reguladores 
autónomos; fortaleció a los medios públicos; respaldó algunas 
garantías comunicativas ciudadanas, etc. que todos estos fueron 
avances que los poderes fácticos mediáticos y la partidocracia im-
pidieron que se consolidaran en México en el siglo XX y la primera 
década del siglo XXI para conservar sus desiguales privilegios oli-
gopólicos que habían logrado. 

A través de este cambio de fondo las telecomunicaciones se 
convirtieron en servicios públicos, de interés general y no de sim-
ple interés público como habían funcionado hasta la fecha, por 
lo que el Estado garantizó que fueran prestados en condiciones 
de competencia, calidad, pluralidad, cobertura universal, interco-
nexión, convergencia, acceso libre y continuidad. Se ampliaron las 
libertades de expresión, de acceso a la información, los derechos 
de los usuarios de los servicios de telecomunicaciones y de radio-
difusión, y finalmente, se fortalecieron algunas garantías comuni-
cativas constitucionales básicas. 

Entre las principales garantías plasmadas expresamente por la 
Reforma de las Telecomunicaciones figuró el reconocimiento del 
Derecho de Réplica en el artículo 6° de la Constitución Política 
Mexicana, tipificándose que “….el derecho de réplica será ejercido 
en los términos dispuestos por la ley y el derecho a la información 
será garantizado por el Estado” (Peña Nieto, 2013: 2).

En este sentido, con la reforma se incorporó en la superestruc-
tura jurídico política del país un cambio normativo trascendental 
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que transformó de manera relevante las reglas de funcionamien-
to del modelo de comunicación tradicional que gobernó en el 
país durante los últimos 60 años y creó las bases constitucionales 
para la construcción de otro prototipo de comunicación, particu-
larmente en el ámbito de los derechos ciudadanos, más acorde 
con las necesidades de crecimiento comunicativo de la sociedad 
mexicana. Es dentro de este contexto que cobra especial impor-
tancia definir alternativas por parte de la sociedad civil para re-
gular con criterios más ciudadanos el Derecho de Réplica, que es 
una acción fundamental para que se logren realizar los mínimos 
del proceso de comunicación colectiva en el país. 

El retroceso del Derecho de Réplica en las leyes secunda-
rias de la Reforma Constitucional de Telecomunicaciones

Después de los significativos avances logrados en la Reforma Cons-
titucional de las Telecomunicaciones en materia de radiodifusión y 
otros ámbitos, con un retraso de casi 100 días el Presidente Enri-
que Peña Nieto envió al Senado de la República el 24 de marzo de 
2014 la iniciativa de Leyes Secundarias (Peña Nieto, 2014) com-
puesta por 312 artículos, 46 capítulos, 16 títulos y 22 artículos 
transitorios para regular dicha Reforma Constitucional (Posada, 
2014). Esta demora política no fue accidental, sino fue planeada 
estratégicamente por el Estado, para permitir que en este lapso 
de tiempo, los poderes fácticos mediáticos, particularmente de la 
Telecracia, en alianza con algunos equipos de funcionarios de la 
Secretaría de la Presidencia, de la Secretaría de Gobernación y de 
la Secretaría de Comunicaciones y Transportes, realizaran una ini-
ciativa unilateral de leyes secundarias a modo para favorecer la 
continuidad del viejo modelo de información del duopolio televisi-
vo, del oligopolio radiofónico en México, marginando los derechos 
comunicativos y los derechos humanos básicos de la sociedad.

Así, dicha iniciativa normativa del Poder Ejecutivo se distinguió 
por quedar atravesado de principio a fin, por “un ´tufo´ autori-
tario que ni siquiera el fallecido mandatario de Venezuela, Hugo 

Chávez, se atrevió a plasmar en la ley venezolana de radiodifu-
sión… En la práctica quizá Chávez fue más autoritario, o ahora 
Nicolás Maduro, pero sí se observa con detalle la ley venezolana 
de radio y televisión, se encuentra que lo que allá es el Servicio 
de Radiodifusión Abierta, no posee disposiciones similares que 
le otorguen tantas facultades al Ministerio del Interior. Es el tufo 
autoritario del PRI porque no pueden renunciar a esa vocación 
de control que ha sido una palanca en la lógica y la cultura priista 
para mantener su hegemonía y su presencia en el Poder” (Leyes 
secundarias en Telecom tienen tufo …., (2014). 

Tal proyecto presidencial de regulación secundaria fue alta-
mente preocupante, pues violentó radicalmente los acuerdos al-
canzados por el “Pacto Por México”, firmados por los principales 
partidos políticos del país y los progresos trascendentales ya re-
conocidos por el espíritu y la letra de Constitución Política Mexi-
cana en dicha materia en junio del 2013. De esta forma, la ini-
ciativa introdujo autoritariamente una contrarreforma normativa 
que anuló la esencia de la Reforma Constitucional en Telecomuni-
caciones y Radiodifusión que se alejó drásticamente de la “finali-
dad que le dio origen, para satisfacer los derechos fundamentales 
de libertad de expresión, el derecho a la información y el derecho 
de acceso a las tecnologías de la información y la comunicación” 
(Calleja, 2014: 1).

En materia de derechos comunicativos el proyecto del Poder 
Ejecutivo escandalosamente los ignoró por completo “al contra-
venir la disposición constitucional que ordena establecer en la 
Ley los derechos de las audiencias, así como mecanismos para su 
protección. No basta enlistar un reducido catálogo de principios 
generales y mucho menos señalar que la promoción y defensa de 
dichas prerrogativas ciudadanas estarán en los códigos de ética 
de los concesionarios” (Calleja, 2014: 2 a 4). Cuando más, única-
mente enumeró superficialmente una serie de derechos genéricos 
como usuarios de los servicios, pero nunca como audiencias, que 
son las garantías constitucionales que ya están reconocidas por la 
Carta Magna en el país. Así, la propuesta indicó que “se reconocen 
como derechos de las audiencias: el recibir contenidos que refle-
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jen el pluralismo ideológico, político, social, cultural y lingüístico 
de la Nación; el recibir programación que incluya diferentes géne-
ros que respondan a la expresión de la diversidad y pluralidad de 
ideas y opiniones que fortalezcan la vida democrática de la socie-
dad; el que se diferencie con claridad la información noticiosa de 
la opinión de quien la presenta; el que se aporten elementos para 
distinguir entre la publicidad y el contenido de un programa; el 
que se respeten los horarios de los programas y a que se avise con 
oportunidad los cambios a la misma; el ejercicio del derecho de 
réplica –de conformidad con las disposiciones particulares en la 
materia–; así como el que se mantenga la misma calidad y niveles 
de audio y video durante la programación, incluidos los espacios 
publicitarios” (Peña Nieto, 2014: 35).

“Cabe señalar que el reconocimiento de los anteriores dere-
chos de las audiencias, no excluyen el reconocimiento de otros 
derechos que se tengan contemplados en regulaciones diferen-
tes” (Peña Nieto, 2014: 35).

De esta forma, en el Artículo 257 de la Iniciativa Presidencial 
únicamente se reconocieron como derechos de las audiencias las 
siguientes ocho actividades:

1.- Recibir contenidos que reflejen el pluralismo ideológico, po-
lítico, social y cultural y lingüístico de la Nación;

2.- Recibir programación que incluya diferentes géneros que 
respondan a la expresión de la diversidad y pluralidad de ideas 
y opiniones que fortalezcan la vida democrática de la sociedad;

3.- Que se diferencie con claridad la información noticiosa de la 
opinión de quien la presenta;

4.- Que se aporten elementos para distinguir entre la publici-
dad y el contenido de un programa;

5.- Que se respeten los horarios de los programas y que se avise 
con oportunidad los cambios a la misma;

6.- Ejercer el derecho de réplica, en términos de su ley regla-
mentaria;

7.- Que se mantenga la misma calidad y niveles de audio y video 
durante la programación, incluidos los espacios publicitarios, y

8.- Los demás que se establezcan en ésta y otras leyes.

La promoción y defensa de estos derechos deberán estar con-
templados en el contenido de los Códigos de Ética de los conce-
sionarios de radiodifusión o de televisión o audio”.

En este mismo sentido, desvirtuado el Derecho de Réplica fue 
bárbaramente suprimido como garantía constitucional de la ini-
ciativa presidencial y su ejercicio se le encomendó de manera 
diluida a los Defensores de las Audiencias (pueden ser nombra-
dos por los concesionarios de los medios) como una tarea extra, 
para que en el mejor de los casos dichas instancias fueran las vías 
que se encargaran de atender alguna “incomodidad”, “molestia” o 
“inquietud” de los públicos, sin ninguna consecuencia jurídica o 
penal en caso de no cumplirse, y no las instancias jurídicas de la 
ley definidas en la Constitución. Con ello, se negó toda la natura-
leza de este derecho como garantía constitucional que ya forma 
parte de la esencia de los ciudadanos modernos en el país, y que 
por consiguiente, está más allá de los “voluntarismos”, “favores”, 
“caridades” o “migajas” coyunturales que pueden ofrecer los con-
cesionarios mediáticos hacia los ciudadanos (Leyes secundarias 
para la reforma…., 2014). Así, el proyecto del ejecutivo señaló en 
el Artículo 259, que: 

“El defensor de la audiencia atenderá las reclamaciones, suge-
rencias y quejas de los radioescuchas o televidentes sobre conte-
nidos y programación. 

Los radioescuchas o televidentes deberán formular sus recla-
maciones por escrito e identificarse con nombre, apellidos, do-
micilio, teléfono y correo electrónico, a fin de que reciban una 
respuesta individualizada. Asimismo, deberán presentar sus re-
clamaciones o sugerencias en un plazo no superior a siete días 
hábiles posteriores a la emisión del programa objeto de la misma. 

Recibidas las reclamaciones, quejas o sugerencias, el defensor 
las tramitará en las áreas o departamentos responsables, requi-
riendo las explicaciones que considere pertinentes. 

El defensor responderá al radioescucha o televidente en un 
plazo máximo de veinte días hábiles aportando las respuestas re-
cibidas y, en su caso, con la explicación que a su juicio merezca. 
La rectificación, recomendación o propuesta de acción correctiva 
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que en su caso corresponda, deberá ser clara y precisa. Se difun-
dirá tan pronto como sea posible, en la página electrónica que 
el concesionario de radiodifusión publique para dichos efectos” 
(Peña Nieto, 2014: 179).

Por otra parte, para erosionar más la fuerza de aplicación con-
tundente de este derecho el proyecto del Ejecutivo subrayó que 
“la actuación de la defensoría de audiencia se ajustará a los crite-
rios de imparcialidad e independencia, y hará valer los derechos 
de la audiencia según los códigos de ética de cada concesionario” 
(Peña Nieto, 2014: 36) (Cuadro No. 1).

Cuadro no. 1.
Características de la propuesta de ejercicio del derecho de réplica en 
la “iniciativa presidencial de reforma secundaria de las telecomuni-
caciones y la radiodifusión” en el año 2014.

ÁREA QUE 
REGLAMENTA

PROPUESTA JURÍDICA DE LA 
“INICIATIVA PRESIDENCIAL DE 
REFORMA SECUNDARIA DE LAS 
TELECOMUNICACIONES Y LA RA-
DIODIFUSIÓN” EN EL AÑO 2014

¿Quién es el sujeto? Las distintas audiencias de los me-
dios electrónicos en México

¿Quien lo puede 
ejercer?

Los sujetos afectados por las infor-
maciones de la radio y televisión 

¿Cuál es el objeto o 
materia que regula?

Atender las reclamaciones, sugeren-
cias y quejas de los radioescuchas o 
televidentes sobre contenidos y pro-
gramación (Artículo 259)

¿Dónde se reconocen 
legalmente?

Quedan contemplados en el conteni-
do de los Códigos de Ética de los con-
cesionarios de radiodifusión o de tele-
visión o audio (Artículo 257)

¿En dónde se aplica? Los concesionarios que presten servi-
cio de radiodifusión deberán contar 
con una defensoría de audiencia. En 
este sentido, cada canal de multipro-
gramación autorizado a los concesio-
narios de carácter comercial, público y 
social que presten servicios de radiodi-
fusión, se deberá cumplir con las mis-
mas reglas y disposiciones aplicables 
en términos de contenido, publicidad, 
producción nacional independiente, 
defensor de la audiencia, tiempos de 
estado, boletines, encadenamientos y 
sanciones (Artículo 225)

Condiciones necesa-
rias que se requieren 
para ejercerlo

Los radioescuchas o televidentes de-
berán formular sus reclamaciones por 
escrito e identificarse con nombre, 
apellidos, domicilio, teléfono y correo 
electrónico, a fin de que reciban una 
respuesta individualizada. Asimismo, 
deberán presentar sus reclamaciones o 
sugerencias en un plazo no superior a 
siete días hábiles posteriores a la emi-
sión del programa objeto de la misma 
(Artículo 259)

¿Quién lo aplica? Los Defensores de las Audiencias que 
podrán ser del mismo concesionario, 
conjunta entre varios concesionarios o 
a través de organismos de representa-
ción. El defensor de la audiencia será 
el responsable de recibir, documentar, 
procesar y dar seguimiento a las obser-
vaciones, quejas, sugerencias, peticio-
nes o señalamientos de las personas 
que componen la audiencia (Artículo 
258).
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¿Cuál es el proceso 
para aplicarlo?

Recibidas las reclamaciones, quejas o 
sugerencias, el defensor las tramitará 
en las áreas o departamentos respon-
sables, requiriendo las explicaciones 
que considere pertinentes

El defensor responderá al radioescu-
cha o televidente en un plazo máximo 
de veinte días hábiles aportando las 
respuestas recibidas y, en su caso, con 
la explicación que a su juicio merezca. 

La rectificación, recomendación o pro-
puesta de acción correctiva que en su 
caso corresponda, deberá ser clara y 
precisa (Artículo 259)

¿Dónde se ejecutará? Se difundirá tan pronto como sea po-
sible, en la página electrónica que el 
concesionario de radiodifusión publi-
que para dichos efectos (Artículo 259) 

Fuente: Elaboración propia a partir de Peña Nieto, Enrique, (2014), “Iniciativa 
de decreto por el que se expide la ley federal de telecomunicaciones y de radio-
difusión y la ley del sistema público de radiodifusión en México; y se reforman, 
adicionan y derogan diversas disposiciones en materia de telecomunicaciones 
y radiodifusión en México”, Secretaría de Gobernación (SEGOB), Gobierno de 
México, México, D.F, 24 de marzo.

En este sentido, dicha contrarreforma debilitó severamente el 
desarrollo de la democracia en México, pues arrinconó a las liber-
tades de expresión, de información, de comunicación y de réplica 
en el país (Leyes secundatias en Telecom tienen….2014). De esta 
forma, a través de las leyes secundarias de la Reforma Constitucio-
nal de las Telecomunicaciones, la Radiodifusión y la Competencia 
Económica se introdujo una contrarreforma comunicativa, equi-
valente la segunda fase de la “Ley Televisa” en México que impide 
el avance civilizatorio del modelo de comunicación plural e in-
cluyente en la República, y con ello, el progreso de la transición 
pacífica a la democracia. 

Ante ello, la pregunta es ¿Cómo es posible que después de que 
la sociedad mexicana esperó 94 años en el ámbito de la radio y 64 

años en el de la televisión para contar con un verdadero Derecho 
de Réplica, la Presidencia de la República propuso una caricatura 
de éste cuya aplicación queda a la voluntad o “ética” de los con-
cesionarios de la radiodifusión, sin consecuencias penales ante 
su no ejercicio, y no como una garantía contundentemente ope-
rativa como lo formula la Constitución Política Mexicana?. ¿Cómo 
es posible que si toda la propaganda del “nuevo PRI” difunde que 
regresó como un novedoso partido que ha superado sus vicios y 
abusos anteriores, el Poder Ejecutivo continúe sin otorgarle jurí-
dicamente a la sociedad en el terreno de la comunicación colecti-
va un verdadero derecho de respuesta a las comunidades?. 

Es por ello, que en el ámbito del Derecho de Réplica es indis-
pensable precisar los elementos básicos que deben quedar con-
siderados en las leyes secundarias de la Reforma de las Telecomu-
nicaciones para que se cumpla el espíritu y la letra ya plasmada 
en la Constitución Política Mexicana en dicha materia. De lo con-
trario, se continuará ejerciendo en el espacio público de la nación 
un simple proceso de información masiva cerrado, unilateral y 
autoritario disfrazado de “comunicación colectiva moderna” con 
sus respectivas consecuencias unidireccionales para la comuni-
dad nacional. 

Hacia un nuevo Derecho de Réplica en los medios electró-
nicos de información colectivos

Dentro de la regulación en el Congreso de la Unión de las leyes 
secundarias sobre la “Reforma Constitucional de las Telecomuni-
caciones y la Radiodifusión” es fundamental que el Derecho de 
Réplica sea considerado como una garantía básica de los dere-
chos ciudadanos comunicativos de las sociedades democráticas 
modernas que no ha sido retomado jurídicamente de manera 
suficientemente amplia, responsable y virtuosa para aplicarse 
con justicia en México. Por ello, para contar con un verdadero 
Derecho de Réplica que no esté asfixiado previamente por una 
concepción limitada o mañosa del poder establecido como fue la 
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propuesta introducida en el Reglamento a la Ley Federal de Radio 
y Televisión en el año 2002, éste se debe de comprender y dise-
ñar jurídicamente fuera de los intereses políticos del gobierno 
y de los grandes emisores comunicativos dominantes. Así, debe 
replantearse libremente desde el espíritu elemental que busca 
alcanzar y defender las garantías universales del hombre en esta 
materia, respondiendo especialmente a las necesidades ciudada-
nas y democráticas básicas que merecen los habitantes del nuevo 
milenio. 

En este sentido, el Derecho de Réplica se debe entender como 
la facultad que se concede a una persona, física o moral, que se 
encuentre perjudicada en su honor, prestigio o dignidad, por una 
información, noticia o comentario en un medio de comunicación 
colectivo, para exigir la reparación del daño sufrido mediante la 
inserción de la correspondiente aclaración, en el mismo medio de 
comunicación en idéntica forma en que fue lesionado (Villanueva, 
2002: 237). Para contar con un Derecho de Réplica más completo 
éste “no debe limitarse a los casos de ataque a la reputación per-
sonal del replicante, sino que también debe extenderse a los agra-
vios o ataques contra creencias u opiniones esenciales de éste, 
siempre que ellas estén incorporadas a su personalidad; y a la 
rectificación de noticias falsas” (Barbosa Huerta, 2003).

El fundamento de este derecho debe tener una doble vertiente 
filosófica:

En primer lugar, debe ser esencialmente ético, es decir debe 
evitar que quienes disponen de los medios de comunicación so-
cial puedan afectar seriamente las creencias y la honra de las per-
sonas, mediante el manipuleo de la opinión pública conforme a 
sus propios intereses, sean éstos espurios o no. No es ético ni es 
justo que quienes así actúan queden impunes a causa de la casi 
imposibilidad que tiene el hombre común para acceder a los me-
dios de comunicación social. La función moralizadora de este de-
recho se dirige a equilibrar las fuerzas en una controversia que en 
principio se plantea como dispareja. 

En segundo lugar, el fundamento genérico para la existencia del 
Derecho de Réplica no debe ser otro que el ejercicio de la propia 

libertad de expresión. Información y verdad son términos corre-
lativos. La opinión pública se nutre de los datos, noticias, y opi-
niones que le brindan los distintos medios. Si esa información no 
es verdadera y pluralista, sino distorsionada y unilateral, será en 
el mejor de los casos parcial, cuando no tendenciosa y sometida a 
intereses corporativos y de sector, que distan muchos del interés 
general y del bien común. 

La generalización de esta garantía legal permitirá a la opinión 
pública formarse una idea más cabal de la problemática social 
al disponer de opiniones e informaciones de distintas fuentes, 
apegadas a la verdad y con sentido pluralista. En este orden, el 
reconocimiento del derecho bajo ningún supuesto atenta contra 
la libertad de información o de comunicación, sino lo refuerza y 
complementa. El Derecho de Respuesta permite en numerosos 
casos reparar el daño causado y sin restringir la libertad y la ex-
tensión de la información, también coadyuva a favorecer las con-
troversias y la diversidad de fuentes de difusión. 

En síntesis, la teoría amplia del Derecho de Respuesta no se debe 
restringir o limitar a proteger exclusivamente el derecho al honor, la 
honra o la intimidad, sino que debe convertirse en un efectivo ejer-
cicio de la libertad de comunicación por parte del ciudadano común 
(Barbosa Huerta, 2003). De esta forma, el Derecho de Réplica debe 
de abarcar por lo menos los siguientes 3 aspectos constitutivos:

“A.- Ser una vía inmediata, de carácter extrajudicial, que habili-
ta al particular para defender su honor, reputación, personalidad 
o imagen afectadas por información inexacta o equivocada, me-
diante la difusión de las precisiones o correcciones pertinentes, 
en el medio donde se originó el conflicto.

B.- Representar un vehículo de comunicación entre emisores y 
receptores, que coadyuva a fomentar la responsabilidad y la vera-
cidad en la información que transmiten los medios de difusión a 
la opinión pública.

C.- Ofrecer a la sociedad civil distintas posturas y puntos de 
vista sobre hechos controvertidos, circunstancia que le brinda 
mayores elementos de juicio sobre temáticas de interés general” 
(Villanueva, 2002: 237).
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Para que sea justificable el Derecho de Réplica, se deben con-
templar los siguientes 4 componentes:

“A.- Expresar una información, mención o referencia inexacta 
o agraviante que lesione alguno de los derechos de una persona, 
a través de un medio de comunicación masiva que se dirija al pú-
blico general.

B.- La información difundida debe contener un grado de inexac-
titud o de agravio que afecte o sea susceptible de afectar cualquie-
ra de las garantías individuales de un sujeto persona, particular-
mente, en su dignidad personal, de tal suerte que pueda deducirse 
la existencia de un interés legítimo por parte del respondiente.

C.- El afectado tiene el derecho para efectuar por el mismo ór-
gano de difusión su rectificación o respuesta en forma gratuita, 
oportuna y guardar correspondencia y proporcionalidad con la 
información de los hechos que la justifica. No debe ser contraria 
a la Ley, a las buenas costumbres, ofensiva al periodista, ni debe 
lesionar derechos legítimos de terceros.

D.- La negativa a publicar o difundir la respuesta o rectificación 
a la brevedad posible brinda al respondiente acción judicial de 
trámite sumarísimo para hacer eficaz su Derecho de Réplica.

E.- La publicación o respuesta del afectado no sustituye ni exi-
me de las responsabilidades legales a que hubiere lugar en mate-
ria civil o penal” (Villanueva, 2002: 237:238).

Aunque el Derecho de Réplica es una garantía ciudadana en 
materia de comunicación que ha sido reconocida en la Constitu-
ción Política Mexicana desde el año 2007, éste no se ha aplicado 
eficientemente, pues no se ha reglamentado con suficiente ope-
ratividad jurídica para que lo puedan ejercer todos los ciudada-
nos. Por ello, una nueva propuesta para la aplicación jurídica del 
Derecho de Réplica, debe contemplar los siguientes 8 contenidos 
jurídicos mínimos, para que pueda ser una garantía ciudadana ca-
paz de ser ejecutada:

A.- Toda institución de comunicación debe estar obligada a 
aplicar el Derecho de Réplica de la persona, grupo o entidad que 
haya resultado afectada o lesionada en su honor, prestigio, repu-
tación o dignidad por la difusión, menciones, referencia o comen-

tarios de informaciones falsas, inexactas, incompletas, agravian-
tes o erróneas difundidas por dicha emisora.

B.- La réplica se debe notificar por escrito al responsable de 
la comunicación durante los cinco días siguientes máximos a la 
difusión de la información incorrecta, y ha de estar firmada por el 
afectado o su representante legal. El perjudicado aludido y a falta 
de éste, por sus parientes en línea ascendente o descendente en 
primer grado.

C.- El emisor responsable de la imprecisión informativa deberá 
difundir la réplica al día siguiente de su notificación por escrito. 

D.- La réplica se debe difundir gratuitamente, sin interferencias 
ni omisiones, en la misma sección del programa en que fue rea-
lizada, guardando la mismas características de proporcionalidad 
en cuánto extensión, tiempo, lugar y formas de comunicación de 
la emisión impugnada. Toda refutación contra la réplica no debe 
estar en relación directa con ésta y debe limitarse a exponer da-
tos reales. No debe ser contraria a la Ley, a las buenas costumbres, 
ofensiva al periodista, ni debe lesionar derechos legítimos de ter-
ceros.

E.- Para la efectiva protección de la honra y la reputación, toda 
empresa o institución de comunicación, tendrá una persona res-
ponsable que no esté protegida por la impunidad o disponga de 
fuero especial, para fungir como árbitro en éstos casos.

F.- La publicación o respuesta del afectado no sustituye ni exi-
me de las responsabilidades legales a que hubiere lugar en mate-
ria civil o penal

G.- La negativa a publicar o difundir la respuesta o rectificación 
a la brevedad posible brinda al respondiente acción judicial de 
trámite sumarísimo para hacer eficaz su Derecho de Réplica.

H.- Constituyen excepciones al Derecho de Réplica los informes 
verídicos sobre sesiones públicas de órganos legislativos y eje-
cutivos de la Federación, estados, municipios o de los tribunales 
(Villanueva, 2002: 240-241).

I.- Finalmente, para una aplicación eficiente del mismo, será 
conveniente que así como cada institución cuenta con un depar-
tamento o encargado de atender las solicitudes de información 
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sobre la transparencia vinculadas con el Instituto Federal Trans-
parencia y de Acceso a la Información Pública (IFAI), en el caso 
del ejercicio Derecho de Réplica también exista una oficina o res-
ponsable de atender tales situaciones. De lo contrario, la burocra-
cia institucional de las industrias mediáticas podrá obstaculizar 
el desempeño de dicha garantía constitucional (Cuadro No. 2).   

Con la incorporación de tales consideraciones normativas se 
podrá contar con un verdadero Derecho de Réplica que ampare 
con mayor rigor dicha garantía básica de los ciudadanos reconoci-
da por la Constitución Política Mexicana, y no la deje a expensa de 
la mera “dinámica fenicia del mercado”, o de las interpretaciones 
sesgadas de los propietarios de los medios de difusión masivos 
dominantes, o de los intereses oportunistas de la partidocracia 
en México. De otra forma, será un simple clausulado normativo 
“decorativo” que legitime los intereses de los monopolios de la 
radiodifusión y no las garantías comunicativas esenciales de los 
ciudadanos.

De aquí, la importancia central de efectuar un profundo cam-
bio en materia de comunicación y cultura colectiva que permita, 
a través de la “Reforma Constitucional de las Telecomunicaciones, 
la Radiodifusión y la Competencia Económica” y sus leyes secun-
darias respectivas, que se introduzca en la normatividad de la ra-
diodifusión nacional un verdadero Derecho de Réplica que sirva 
de instrumento de defensa de las garantías comunicativas de los 
auditorios. Mediante ello, el funcionamiento público de las indus-
trias culturales avanzará en su regulación ética y responsable, 
orientada y supervisada por el Estado y la sociedad civil mexica-
na, y no sólo por las dinámicas del poder partidocrático o por los 
procesos de acumulación que dirige la lógica salvaje del mercado 
autorregulado y la dinámica política de reproducción del poder 
despótico de los partidos políticos divorciados de los ciudadanos.

Al iniciar el siglo XXI políticamente es insostenible que se vuel-
va a repetir la historia tradicional en materia de comunicación co-
lectiva de “no encontrarle la cuadratura al círculo” en materia de 
réplica. Por ello, después del despertar democrático de la socie-
dad mexicana el 2 de julio del 2000, ahora el Congreso de la Unión 

tiene la enorme responsabilidad histórica de ejercer su función 
de Poder Legislativo soberano demostrando contundentemente, 
mediante la “Reforma Constitucional de las Telecomunicaciones” y 
sus normatividades secundarias, que si se puede construir la otra 
historia democrática de la comunicación nacional, al legislar un 
verdadero Derecho de Réplica para los ciudadanos. 

Comunicativamente, la nación ya no aguanta más. Hoy, se re-
quiere la urgente creación de un nuevo proyecto de comunicación 
colectivo que de salidas comunicativas incluyentes a la sociedad 
mexicana, especialmente con el Derecho de Réplica. De lo con-
trario, de nuevo surgirá el proyecto de intervención y comunica-
ción violenta del México Bronco que ha ensangrentado diversos 
periodos de la historia nacional. Ante ello, estaremos frente a un 
enorme retroceso histórico que nos regresará 100 años en nues-
tra historia nacional y nos llevará a un capitulo civilizatorio que 
ya había sido superado por la sociedad mexicana.
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Resumen

La privatización de Teléfonos de México, efectuada en el año 1990, 
fue uno de los eslabones emblemáticos que daban cuenta de la ac-
tuación del Estado mexicano y del impulso a los preceptos que ha 
marcado el modelo económico de óptica neoliberal. Por su parte, 
la operación estratégica de Carlos Slim Helú, empresario de talla 
global, se erigiría como principal accionista de TELMEX. Con di-
cha adquisición, por demás ventajosa, se pueden colegir sus fuer-
tes vínculos intra y extranacionales con actores clave, tanto en lo 
económico como en lo político. Desde esta óptica, el propósito del 
presente documento es poner de relieve de qué manera durante 
el régimen salinista, en realidad, sólo se daba continuidad a los 
procesos de privatización de empresas paraestatales que habían 
iniciado algunos años atrás y, para ello, no sólo se contaba con el 
apoyo del poder legislativo sino con instituciones multilaterales 
como el Banco Mundial. Por ende, pretendemos mostrar, a partir 
del caso TELMEX, de qué manera siguen operando actores e ins-
tituciones clave para mantener el cauce del modelo neoliberal, la 
concentración de capital en unas cuantas manos y la pobreza en 
grandes grupos de población consumidora. 
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